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León, Guanajuato, a 19 diecinueve de agosto del año 2009, dos mil nueve. . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 025/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por la ciudadana GIOVANNA LUCIA ZARATE PADILLA, en contra del Tesorero Municipal y del Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, ambos de León, Guanajuato; y, por ser el  momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que de un estudio integral al escrito de demanda se advierte que el actor impugna los actos fiscales siguientes: a).- El avalúo practicado al inmueble ubicado Cañada la Roca de la colonia Cañada del Refugio con número de cuenta predial 01 AC 10306 001; b).- La notificación de los resultados del avalúo; c).- El  procedimiento de valuación; y, d).- El cobro de la  cantidad de $18,573.96 (dieciocho mil quinientos setenta y tres pesos 96/100 moneda nacional), desglosada en los conceptos siguientes: $5,221.14 (cinco mil dos cientos veintiún pesos 14/100 moneda nacional), por impuesto predial del 1er. primer al 6to bimestre del 2009, dos mil nueve; $8,133.55 (ocho mil ciento treinta y tres 55/100 moneda nacional), por diferencias del 6to. sexto bimestre del 2006 al 6to. sexto bimestre del  2008, dos mil ocho; $3,397.39 (tres mil trescientos noventa y siete pesos 39/100 moneda nacional), por recargos de diferencia de los mismos bimestres; $207.80 (doscientos siete pesos 80/100), por multa del impuesto predial del 5to. quinto bimestre del 2008, dos mil ocho; y $1,614.08 (mil seiscientos catorce pesos 08/100 moneda nacional), por honorarios de avalúo. Respecto al estudio integral de la demanda, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: I, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988; visible a página 167, bajo el rubro siguiente: “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.”. . . . . . . . . 
Así, en autos de esta causa se encuentra acreditada la existencia de los actos impugnados, con el  original del estado de cuenta de fecha 13 trece de enero del año 2009, dos mil nueve, toda vez que se establece el 31 treinta y uno de julio del año 2008, dos mil ocho, como fecha del último avalúo; el nuevo valor fiscal del inmueble; el concepto de "cobro de honorarios de valuación"; entre otros conceptos. Así, confrontado y adminiculando este documento con el original del estado de cuenta folio 242438, con fecha de corte al día 04 cuatro de diciembre del año 2007, dos mil siete, nos dan la plena convicción de que se practicó un avaluó al inmueble de referencia. . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo I del citado artículo 261, ya que la actora aporta un estado de cuenta para el pago del impuesto predial, el que no viola o transgrede su esfera jurídica. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que el estado de cuenta del impuesto predial constituye un acto de molestia, pues a través de este al actor ya se le esta determinando la cantidad liquida que debe de pagar por impuesto predial correspondiente al año dos mil 2009, dos mil nueve y los otros conceptos desglosados en dicho documento, amén de que con este estado de cuenta el contribuyente puede acudir a las cajas de la Tesorería Municipal, a realizar el pago del crédito fiscal que se le está cobrando, de ahí la afectación o no al interés del actor se analizará en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Así mismo aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del referido artículo 261, en virtud de la inexistencia de los actos atribuidos a estas autoridades. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que la existencia de los actos se encuentra acreditada en autos de esta causa, por las razones expuestas en al considerando anterior y además las dos autoridades tienen atribuciones para emitir los actos impugnados, pues, el Tesorero Municipal cuenta con la facultad de ordenar la modificación del valor fiscal del inmueble que nos ocupa, conforme a lo estipulado por el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y por su parte, el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, también tiene esa atribución, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 161 fracción XVI del Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato, por tal motivo no se  configura esta causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la ineficacia de estas causales y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación formulado en la demanda. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Que en el punto denominado “hechos de motivación”, el actor aduce en esencia que en el año 2007, dos mil siete, el inmueble tenía un valor de $525,350.00 (quinientos veinticinco mil trescientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) y sin ninguna razón legalmente notificada que lo justifique, ahora se le da un valor de $2,479,161.97 (dos millones cuatrocientos setenta y nueve mil ciento sesenta y un pesos 97/100 moneda nacional); que en el cobro del impuesto predial de este año, se incluye un importe por honorarios de avalúo del  5° quinto bimestre del año 2008, dos mil ocho, no se justifica en ningún momento el medio que se utilizó para realizar dicho avalúo, ni el momento en que se realizó o cuando se lo notificó, aparte no se da ninguna razón suficiente para tal proceder, por lo que, el supuesto procedimiento de reavalúo es violario del principio constitucional de motivación y fundamentación; además, el reavalúo y el cobro de honorarios de avalúo, no se motivan ni se fundan en la Ley, mientras que en el estado de cuenta y pago de impuesto predial, no cita artículo de la Ley, ni se relaciona con el acto que pretende fundar para su cobro, por tanto, no es aplicable al caso, ni se le indicó la forma en que se hizo el reevalúo o avaluó, ni cuales fueron los datos informados para determinar el valor del inmueble reavaluado, ni tiene conocimiento del  momento en que se realizó, además nunca se le notifico. En tanto que, las autoridades demandadas en esencia contestan que el concepto de impugnación es inoperante, en virtud de que no se realiza un razonamiento lógico y jurídico, que no señala que artículos, ni que Ley se dejo de aplicar o se aplicó erróneamente, o bien, cual fue el daño que sufrió. . . . . . . . . 
Agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, de los hechos expresados en la demanda de nulidad, se advierte que es clara la causa de pedir, ya que la argumentación lógica y jurídica esta dirigida a desvirtuar la presunción de legalidad del avalúo fiscal del inmueble ubicado en calle Cañada la Roca de la colonia Cañada del Refugio de esta ciudad, con cuenta predial 01AC10306001, por la existencia de vicios en el procedimiento y no obstante que deja de expresar el o los artículos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, violados en su perjuicio, este Órgano de Control de Legalidad, está en condiciones de determinar el ordenamiento Legal y sus disposiciones violadas en perjuicio de la actora, razón por la cual, no es necesario en rigor que el actor consigne el precepto y la Ley que consideró violados en su perjuicio. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época. Segunda Sala. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tesis 2ª./J.63/98. Tomo VIII, Septiembre de 1998. Página 323, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abandona el criterio formalista sustentado por la anterior Tercera Sala de este Alto Tribunal, contenido en la tesis de jurisprudencia número 3a./J. 6/94, que en la compilación de 1995, Tomo VI, se localiza en la página 116, bajo el número 172, cuyo rubro es "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICO JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, en lo fundamental, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación radican en que, por una parte, la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales no exige, en sus artículos 116 y 166, como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, es el caso que, con fecha 31 treinta y uno de julio del año 2008, dos mil ocho, se practicó el avalúo impugnado respecto al inmueble urbano ubicado en calle Cañada la Roca, de la colonia Cañada del Refugio de esta ciudad, con cuenta predial 01 AC 10306 001, por consecuencia, su valor fiscal fue actualizado y esto trajo consigo un incremento en la base gravable del impuesto predial, de ahí que el monto de la cuota ha aumentado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, de autos de esta causa se desprende que el procedimiento de valuación no se llevó conforme a derecho, al no haberse seguido las formalidades establecidas para la práctica del referido avalúo, en el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el cual dice: . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto. 
Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. 

La valuación se hará separadamente para el terreno y para las construcciones y se formulará en las formas oficiales expedidas para tales efectos, aplicando los valores unitario del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado.”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Del numeral transcrito, se desprende que en la práctica de avalúos de inmuebles, debe cumplir con los requisitos o formalidades siguientes: 1.- Una orden por escrito emitida por el Tesorero Municipal; 2.- La designación de perito o peritos para la practica del avalúo; 3.- La notificación al contribuyente de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder al contribuyente un plazo de 30 días, para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborarse en las formas oficiales correspondientes; y, 7.- Aplicar los valores unitarios del suelo y construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato. De este modo, si las autoridades demandas omitieron aportar la orden de valuación, la designación del perito y la notificación de los resultados del avalúo, entonces el avalúo como acto de naturaleza administrativa, específicamente fiscal, es ilegal, por no haberse agotado de manera previa las formalidades del procedimiento de valuación, elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio que origina la nulidad del avalúo de fecha 31 treinta y uno de julio del año 2009, dos mil nueve, practicado al multicitado inmueble, pues en autos no obran las constancias escritas que demuestren que se cumplió con cada uno los requisitos antes señalados y exigidos por el citado artículo 176, para la valuación del inmueble que nos ocupa, en consecuencia, la modificación del valor fiscal del inmueble ubicado en calle Cañada la Roca de la colonia Cañada del Refugio, de esta ciudad, con cuenta predial 01 AC 10306 001, no se encuentra apegado a derecho. . . . 
Así que, el incumplimiento de estas formalidades, trae consigo la violación en perjuicio de la parte actora del artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo que afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la ciudadana Giovanna Lucia Zarate Padilla; por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad del avaluó practicado con fecha 31 treinta y de julio del año 2008, dos mil ocho, al inmueble ubicado en calle Cañada La Roca de la colonia Cañada del Refugio de esta ciudad y de su acto consecuente, como lo es, la determinación del crédito fiscal por la cantidad de $18,573.96 (dieciocho mil quinientos setenta y tres pesos 96/100 moneda nacional), integrada por los conceptos señalados en el primer párrafo del segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que habiendo resultado fundado el argumento analizado en el considerando que antecede, es innecesario el estudio del concepto de impugnación esgrimido en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente  para  otorgar al peticionario de  garantías la  protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fraccione II y 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEGUNDO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA del  avalúo de fecha 31 de julio del año 2008, dos mil ocho, practicado al inmueble ubicado en calle Cañada La Roca de la colonia Cañada del Refugio, de esta ciudad y de su acto consecuente, como lo es la determinación y cobro del crédito fiscal por la cantidad de $18,573.96 (dieciocho mil quinientos setenta y tres pesos 96/100 moneda nacional), integrada por los conceptos descritos en el primer párrafo del segundo considerando de este fallo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA  FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 2009, DICTADA  EN EL EXPEDIENTE 025/2009-JN..

